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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por el Fiscal contra el auto de fecha veintiséis de febrero de 2007, por medio del cual se anuló la diligencia de aceptación de cargos. 


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1.- Dan cuenta los registros, que el día veintitrés (23) de septiembre próximo pasado, a eso de las 20:40 horas, fue observado un hombre en la segunda planta de una vivienda ubicada en la Vereda “La Palma”, jurisdicción municipal de Marsella (Rda.), en compañía de HEIDI, una joven de veinte años que presenta trastorno mental y quien se encontraba totalmente desnuda. Tan pronto notó la presencia de sus padres, el intruso huyó hacia la carretera principal, pero dejó abandonado un bolígrafo que fue reconocido por los moradores como de propiedad de quien es conocido en la vereda con los nombres de “pájaro o Peregrino”; personaje éste que ese día les había llevado el chance, como era su costumbre desde hacía dos años. La joven presentó “himen festoneado con desgarro reciente, cuando fue examinada tres días de los acontecimientos. El hecho fue denunciado por el padre de la perjudicada.
1.2.- Ante el Juez Único Promiscuo Municipal de Marsella con funciones de Control de Garantías, se llevaron a cabo las audiencias preliminares de legalización de captura, formulación de imputación e imposición de medida de aseguramiento. La Fiscalía le imputó cargos por la conducta descrita en el artículo 210 C.P. para quien acceda carnalmente a persona en estado de inconsciencia, o que padezca trastorno mental o que esté en incapacidad de resistir, la cual el indiciado ACEPTÓ.
1.3.- Llegado el día y hora señalados para la realización de la audiencia pública de individualización de pena y sentencia, en atención a la aceptación de los cargos, la señora Juez interrogó al acusado acerca de su manifestación de aceptar los cargos, a lo cual respondió afirmativamente. No obstante la corroboración de esa manifestación que ya había sido expuesta ante el Juez de Garantías, en el instante de concederse la palabra al defensor público, le solicitó a la señora Juez Tercera Penal del Circuito de conocimiento, un fallo absolutorio. La razón: que hechas varias averiguaciones, todo da a entender que aquí se cometió un grave error por una indebida asesoría a su representado de parte del anterior defensor público. Así se atreve a sostenerlo, porque en momento alguno su procurado negó haber tenido acceso carnal con la joven HEIDI, pero de allí a que se cometiera un delito había mucho techo, dado que ella estuvo de acuerdo con esa relación y no posee un retardo mental que pudiera ser detectado fácilmente por JAMIOY. Para comprobarlo, pide que se llame al estrado al padre de quien se dice afectada, que fuera a la sazón denunciante en este caso, quien está en capacidad de aclarar todo esto.
1.4.- Ante esa manifestación, la señora Juez se mostró en oposición en un comienzo, habida consideración a que no era posible introducir una retractación de la aceptación a esa altura procesal; no obstante, y en consideración a que el profesional del derecho insistió en su petición con fundamento en precedentes de esta Sala y de la Corte Suprema, por cuanto no se trataba realmente de una retractación sino de un acto fruto del error por parte de JAMIOY en su condición de campesino iletrado y que podía llevarlo a recibir una pena que no merecía, la titular del despacho hizo los siguientes pronunciamientos: 

· No accedió a la absolución, por cuanto no se tenía prueba de la inexistencia de la ilicitud, ni podía permitir que en ese acto se introdujeran pruebas para su valoración, pues no se trataba de un juicio.

· En subsidio, aceptó declarar la anulación de la audiencia de imputación porque consideró que: i) no se trata de un caso de retractación, ii) la presentación que hace la defensa se apreciaba de buena fe y iii) todo indica la existencia de un vicio de consentimiento por ausencia de una efectiva asesoría y un inadecuado manejo del caso por parte del señor Juez de Garantías. 
1.5.- La Fiscal delegada no compartió el pronunciamiento anunciado, razón por la cual lo recurrió en reposición y en subsidio apelación. La oposición se hizo consistir en que no aprecia vicio alguno en la aceptación del imputado, pues fue debidamente asesorado por un abogado de la Defensoría Pública, su decisión fue adoptada en forma libre, sin apremio de ningún tipo y plenamente consciente de sus actos, motivo por el cual no entiende la determinación de la a quo. La funcionaria de primer grado decide mantenerse en su determinación en aras de garantizar los derechos fundamentales del acusado y concede el recurso de apelación que en subsidio se interpuso.
2.- El Debate

2.1.- Fiscal
Solicita la revocación de la decisión adoptada en la primera instancia con fundamento en:

- Considera que el indiciado fue debidamente asistido, toda vez que en el acto estuvo presente un delegado de la Defensoría Pública, profesional plenamente capaz para llevar a cabo la asesoría que requería el señor JAMIOY. Por lo mismo, el allanamiento a cargos no pudo derivarse de un inadecuado acompañamiento profesional.
- Ese profesional fue reemplazado por otro de la misma Defensoría, quien llegó a la audiencia de individualización de pena y de sentencia a plantear una nueva estrategia defensiva, situación que puede parecer comprensible en consideración a los fines de su oficio, pero que en verdad representa una trasgresión al principio de lealtad procesal, pues se está desconociendo una aceptación que surgió de manera libre, voluntaria y consciente por parte del directo responsable.
- Es verdad que ya una autoridad revocó la medida de aseguramiento, quizá por los nuevos elementos de juicio aportados por la defensa, pero a su juicio está demostrada la ocurrencia de un hecho delictivo y no hay duda en cuanto a que fue esta persona quien lo ejecutó. 
- En cuanto a la diligencia de imputación con la consiguiente aceptación, el Juez de Garantías le dio a conocer cuál era el cargo por el cual se le acusaba y cuáles las consecuencia. Además, el mismo Juez preservó en todo momento las garantías fundamentales de la persona comprometida y lo propio hizo la señora Juez de conocimiento en su momento. 
- Como la aceptación es irretractable, estima que el Tribunal no debe dar cabida a lo solicitado a último momento por la defensa, con mayor razón cuando la única razón para rechazar lo surtido es el quebrantamiento de derechos fundamentales y aquí todos fueron respetados. Lo único que corresponde a esta altura de la actuación es una sentencia de condena en congruencia con los cargos imputados.

- No tienen cabida nuevos elementos probatorios, pues con los que se cuentan son suficiente para la determinación. Está la denuncia del padre de la joven, quien refirió el problema mental de la afectada; se cuenta con el dictamen sexológico y con un análisis por parte de una sicóloga quien informó que efectivamente HEIDI presenta un retardo mental “evidente”, con problemas del leguaje que requieren terapia. Ahora se pretende adjuntar unas declaraciones extrajuicio por medio de las cuales se quiere establecer que se trató de un acto consciente de la víctima y que el acusado es persona de buena conducta; cuando se sabe que ella no podía consentir de ese acto, pues no aprendió a leer y no razona bien las cosas. Por demás, en estas nuevas exposiciones se traen a las mismas personas a declarar pero con una versión diferente sobre los hechos, cuidándose eso si de no incurrir en un delito de falso testimonio.

- Lo único importante aquí es el deber constitucional de proteger a una persona con debilidad manifiesta y para ello es suficiente el dictamen del perito idóneo en la materia. A petición de la Sala, la representante del ente acusador indicó que también se tomó una versión a la joven HEIDI en su condición de afectada con este hecho.
2.2.- Defensor

En contrario, solicita la confirmación del proveído impugnado, con fundamento en:

- Nadie está negando que ERNEY PEREGRINO JAMIOY aceptó los cargos, el problema consiste en que no tuvo un cabal conocimiento de la situación. Él aceptó unos hechos, pero ¿acaso eso por sí sólo constituye delito?
- Tampoco se está cuestionando la idoneidad del defensor, sólo que no se tenía los suficientes elementos de juicio para un correcto asesoramiento.

- Fiscalía dijo que tenía las pruebas del delito, pero la realidad indica otra cosa. Lo que se supo luego, es que los padres de la joven comparecieron a la Notaria y de una manera más tranquila exponen lo que realmente sucedió, no otra cosa que todo esto ocurrió bajo la libre voluntad de HEIDI, pues a que a pesar de sus problemas tiene un sentimiento especial hacia su defendido y tomó la determinación de estar con él.

- Hay un mito, no otro que la afirmación según la cual: si una persona tiene retardo mental, no puede tener relaciones sexuales. Eso constituye un derecho, pues ella también siente y puede llegar, por ejemplo, a ser madre. Tiene capacidad para definirse en ese sentido y es lo que ella misma le hizo saber a los padres tan pronto pasó todo esto.
- El dictamen pericial no puede tenerse como ubicado en una tarifa legal, es tan solo una parte de la prueba. En casos como el presente, la dictadura del dictamen debe ceder ante la fuerza de los acontecimientos.

- Existe una nueva realidad que debe ser tenida en consideración si no se quiere condenar a una persona injustamente. Los Jueces le han dado valor a esta nueva información y por eso se dio lugar a la revocatoria de la medida; en consecuencia, no ve el motivo por el cual no pueda ser estimado para efectos de adoptar una decisión judicial a esta altura procesal que esté acorde con esa realidad.
- En momento alguno está tratando como defensor de entorpecer este trámite, ha venido obrando de buena fe como lo entendió la señora Juez de primera instancia, por cuanto, incluso, ya había logrado la liberación de su cliente, pero lo importante aquí es que no sea condenado un inocente.

- Por último, llama la atención del Tribunal en cuanto a que la persona aquí acusada es un campesino, ajeno a cualquier antecedente penal, posee una cultura media y no pose instrucción; sencillamente, no quiso cometer un delito pues hubo atracción mutua y es lo que la joven le contó a sus padres.

3.- La Decisión

El tema materia de confrontación hace referencia a varios puntos conflictivos que el Tribunal cree conveniente tratar en el siguiente orden: i) la irretractabilidad de la aceptación de cargos; ii) el vicio del consentimiento como excepción a ese principio; y iii) la incidencia del tipo penal del acceso carnal abusivo con incapaz de resistir para la definición de este asunto.
3.1.- Retractación

Nadie discute que es el procesado quien tiene la potestad final de aceptar o no; igualmente, el único que puede decidir retractarse; a su vez, es también comprensible que él recibe de su apoderado la orientación jurídica pertinente para llegar a cualquiera de esas determinaciones. Lo que al Juez corresponde en el cumplimiento de su rol imparcial, es constatar que el procesado comprende los términos de su decisión y las consecuencias de la misma.
Lo por definir hace referencia al interrogante de si es posible o no es posible la retractación en lo que a la aceptación de cargos se refiere. Bajo el entendido que la decisión asumida por JAMIOY ORTIZ ante el señor Juez de Garantías, en verdad se  hubiese tomado en forma libre, espontánea, debidamente asistido y sin vicios del consentimiento –punto éste al cual nos referiremos luego pues merece una atención especial-. El tema observado en abstracto, es álgido en el interior de la Judicatura, por falta de una mejor técnica legislativa al respecto. 

Nos corresponde destacar, grosso modo, cuál ha sido la evolución jurisprudencial sobre este punto para poder arribar a una solución del caso sub judice que atienda las realidades del momento.
Lo primero a descartar es lo referido a las negociaciones preacordadas, porque acerca de la figura de los preacuerdos nunca ha existido polémica alguna, es decir, de la literalidad de la norma se extrae con claridad que éstos son retractables hasta el momento en que el Juez del conocimiento les imparta aprobación por no apreciar vulneración a garantías o derechos fundamentales. A partir de allí, la negociación se convierte en irretractable. 

La disposición pertinente, inciso 2º del artículo 293 de la Ley 906 de 2004, enseña: “Examinado por el juez del conocimiento el acuerdo para determinar que es voluntario, libre y espontáneo, procederá a aceptarlo sin que a partir de entonces sea posible la retractación de alguno de los intervinientes, y convocará a audiencia para la individualización de la pena y sentencia”. Regla que debe armonizarse con el artículo 350 de la misma codificación, según el cual: el juez competente para aprobar las negociaciones lo es el Juez del conocimiento y no el Juez de control de Garantías, a diferencia de la aceptación de cargos que sí se cumple en toda su extensión ante este último funcionario -art. 131 ejusdem-.

La raíz del problema surge frente al allanamiento puro y simple por iniciativa propia, aunque en los albores del sistema este Tribunal  estimó que tanto para las negociaciones como para las aceptaciones era válida la retractación hasta antes de que el Juez de conocimiento le diera aprobación.

Ocurrió, que ese criterio amplio se trastocó por uno restrictivo en acatamiento a la jurisprudencia Nacional, muy concretamente a partir de la Sentencia de Casación del 20 de Octubre de 2005, cuando la Corte sentó el siguiente precedente que ha perdurado hasta la fecha: “…Luego de que el Juez de Control de Garantías acepta el allanamiento por encontrar que es voluntario, libre y espontáneo, no es posible retractarse de lo que se ha admitido…es incompatible con el principio de lealtad, toda impugnación que busque deshacer los efectos del acuerdo o la aceptación de la responsabilidad…”.

Ha sido tan enfática la alta Corporación sobre este particular, que en otras decisiones sostiene, incluso, que quien interpone un recurso con el fin de aniquilar los efectos de una aceptación, se debe considerar como sujeto procesal sin interés legítimo para impugnar; es decir, que si ese es el motivo de la inconformidad, se debe entender no legitimado para acudir a las instancias o a la casación en procura de cuestionar total o parcialmente aspectos relacionados con el injusto o su responsabilidad. Así se desprende de un auto del doce (12) de Diciembre de 2005, Rad. 24.193 M.P. Mauro Solarte Portilla, reiterado en providencia del doce (12) de marzo de 2006, Rad. 24.856 M.P. Marina Pulido de Barón.

Se pretende con ello, en realidad, evitar que detrás de ciertos planteamientos de la defensa, se pueda introducir en forma subyacente una velada forma de retractación (casación del 21-02-07, rad. 26.587, M.P. Marina Pulido de Barón).
Es por tanto contundente, como lo tiene también claro la Juez de primer grado, que la aceptación de cargos simple y pura se convierte en irretractable desde el mismo momento en que el Juez de Control de Garantías le imparte aprobación, bajo el entendido que se trata de un Juez Constitucional con esa facultad de definición, razón por la cual, no sólo compromete a las partes sino al mismo Juez del conocimiento, quien a partir de ese momento está obligado a la realización de la audiencia de individualización de pena y de sentencia, salvo que encuentre motivos para anular por violación de derechos y garantías fundamentales (en esa dirección se observa el auto del 10 de Mayo de 2006, Rad. 25.248, M.P. Mauro Solarte Portilla).

Y esa aceptación así consolidada, no sólo cobija la declaración de responsabilidad en un injusto típico, es decir, que el allanado a cargos efectivamente violó la ley penal, sino también, que está excluido de circunstancias eximentes de responsabilidad y que por lo mismo es procedente el juicio de reproche propio de la culpabilidad. Sobre el particular se dijo: 

La prohibición de la retractación implica la imposibilidad de controvertir la aceptación, los términos y alcances de la imputación, para negar o modificar la tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad que fue objeto de preacuerdo o trocar las circunstancias convenidas sobre tales elementos.

Siendo así, esa aceptación hay que entenderla en términos integrales y no referidos única y exclusivamente a la tipicidad, con lo cual, la prohibición de retractarse abarca todos los componentes del injusto.

Hasta aquí lo que tiene que ver con la prohibición de retractarse, pero veamos su excepción: no otra que la potencial existencia de vicios del consentimiento, como quiera que es eso precisamente lo que aquí se alega en pro del justiciable.

3.2.- Vicios del consentimiento
Frente este tópico, el Tribunal ha sido por supuesto partidario de la anulación en aquellos eventos en los cuales una aceptación se ha visto perturbada por la existencia de uno cualquiera de los denominados vicios del consentimiento, muy particularmente el error, tan frecuente en las personas iletradas. Como ejemplo, citamos la decisión del veinticuatro (24) de febrero de dos mil cinco (2005) con ponencia de quien ahora cumple igual función
, por medio de la cual la Corporación anuló una actuación similar y fue enfática en exigir que los funcionarios judiciales fueran claros en los términos de la imputación, sin encerrarse en los signos metalingüísticos propios del Derecho, sino, en primer lugar, utilizando palabras accesibles a las personas del común. Se consideró que el no hacerlo así implicaba violación de uno de los deberes esenciales del Juez, cual era el garantizar que el procesado hiciera su aceptación “debidamente informado”. En consecuencia, se sugirió, v.gr., no hablarle al imputado de Tentativa de Homicidio, sino más bien, de si lesionó a otra persona con el ánimo o la intención de darle muerte, porque la acción de la tentativa llevaba inmerso un ingrediente esencial, cual era la intencionalidad, factor indispensable e ineludible en la tarea de establecer la plena voluntad de la aceptación.

La aplicación de esta excepción a la irretractabilidad, encuentra ahora respaldo en la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal, como se puede apreciar con nitidez en el siguiente pasaje:

También se ha reseñado que, como ocurre con la figura de la sentencia anticipada prevista en el artículo 40 de la Ley 600 de 2000, mediante la cual el sindicado acepta los cargos atribuidos en su contra, en el allanamiento contemplado en el 351 de la Ley 906 de 2004 también opera el principio de no retractación, surgiendo la imposibilidad procesal para quien efectúa tal asentimiento de discutir en relación con la responsabilidad penal admitida, bien sea para pregonar posteriormente su inocencia (retractación total) o en procura de buscar una forma de degradación (retractación parcial), […], salvo demostrarse que en dicho acto se incurrió en vicios de consentimiento o en vulneración de garantías fundamentales, tal como ahora lo prevé el inciso cuarto de la última disposición en cita.
(…)
De manera pues que en estos eventos la gama de alternativas para impugnar el fallo que se profiere de conformidad a las formas de terminación anticipada o anormal del proceso (allanamiento, preacuerdos y negociaciones) están restringidas a demostrar la eventual vulneración de garantías en desarrollo de esos actos procesales, a los aspectos relacionados con la dosificación punitiva y a los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad.

De suerte que, no obstante ser la regla la irretractabilidad, el citado principio no puede franquear una barrera insoslayable, no otra que el consentimiento ofrecido haya estado en realidad exento de vicios, caso contrario se activan todas las formas de corrección o invalidación de los actos irregulares, incluidos los recursos.
El problema jurídico que ahora se propone a la Sala, involucra una situación igualmente singular y bien importante a efectos de determinar si antes que una retractación propiamente dicha, a lo que estamos avocados es a una violación de garantías fundamentales que hiciera pensar en la necesidad de hacer respetar los derechos básicos del procesado, entre ellos el de “estar debidamente informado” en el momento en que se decidió por la aceptación de los cargos.

3.3.- Acceso con incapaz de resistir
El hecho que es materia de averiguación, incide de una manera radical en la definición del asunto, por cuanto involucra un componente subjetivo de no fácil comprobación, no otro que la conciencia de estarse abusando de una persona que posee un retardo mental para satisfacer la líbido (aspecto subjetivo propio del dolo que está integrado al tipo).
No se trata de establecer simplemente si el aquí comprometido tuvo o no relaciones sexuales. Para proceder a una imputación, era necesario contar al menos con un principio de prueba acerca de: 
i) Si la joven HEIDI presenta o no presenta una deficiencia mental significativa o manifiesta de la cual pudiera surgir un aprovechamiento de índole erótico sexual. Para ello, era indispensable precisar los factores externos que pudieran llevar a esa convicción; alteraciones en su vida de relación cotidiana, en el desenvolvimiento habitual con los demás. En ese cometido, sería relevante, en primer término, la apariencia física u otros datos sobresalientes en el sujeto pasivo de la acción que dieran información suficiente acerca de su anormalidad; en un segundo plano, de manera subsidiaria, aquellos otros referentes sociales que nos lleven a concluir que el comprometido tenía algún vínculo especial con personas allegadas que le permitieran un acceso a esa información, y
(ii) Si el comprometido estaba en condiciones de conocer esa situación y no obstante obró en la forma en que se asegura lo hizo. Lo expuesto, independientemente del consentimiento de la víctima, pues se parte del entendido que de existir esa anomalía psíquica en la persona de la accedida, estamos ante un ser indefenso que amerita protección.
Lo anterior no implica tampoco que lo expuesto por ella ante sus progenitores no deba tomarse en consideración, bajo el entendido que su testimonio carecería de toda relevancia jurídica en atención a su retardo pues sería reputada como no hábil para testificar. Su versión si tiene importancia si nos atenemos a los rasgos particulares que caracterizan a este tipo de personas:

WESCHLER definió así el cociente intelectual: “El cociente intelectual mide la aptitud relativa de un individuo con relación a los individuos de su misma edad cronológica”. La inteligencia corriente está entre 90 a 109% en la tabla psicométrica.

El retraso mental recibe el nombre de “oligofrenia”. Oligofrenias. son las manifestaciones de un desarrollo intelectual deficiente, o bien de una insuficiencia congénita o muy precoz de la inteligencia”

(…)

E)- Oligofrenia moderada. El retraso intelectual moderado está en un cociente intelectual moderado que oscile entre el 35% y 49%.

Somáticamente son normales; mentalmente aprenden a hablar y a comunicarse con los demás; tienen escasa conciencia social; se benefician de la instrucción con ayudas especiales; llegan a la autonomía en la realización de trabajos manuales (artesanías), lo que les permite costearse su subsistencia. En la escolaridad pueden llegar al 2º curso de primaria y se desplazan sin problemas en los sitios familiares”.

Luego entonces, un oligofrénico moderado puede relatar un delito del cual fue víctima.

A partir del hecho demostrado que una conjunción carnal si se dio, de eso parece no hay la menor duda, independientemente de quién la provocó, pues es lo cierto que entre ellos bien pudo existir también una mutua atracción física y cedieron al encanto, lo que correspondía en el caso específico era determinar si de parte de JAIMIOY podía pregonarse un error de hecho o de tipo, habida consideración que tenía que ser consciente de estar copulando con una mujer que padecía un retardo mental, elemento esencial del tipo penal que ahora se juzga. Y en esa dirección se tenía que orientar la defensa técnica en el momento de aconsejarle la aceptación de los cargos.
Si esa situación no se dio, si PEREGRINO simplemente admitió ante un Juez que efectivamente fue él quien accedió carnalmente a HEIDI URREGO, de lo cual materialmente se le estaba acusando, ninguna consecuencia punible podría desprenderse. La sola admisión de ese comportamiento básico no era suficiente para proceder a la condena, se requería interrogarlo acerca de su total comprensión del injusto, esto es, cerciorarse que en efecto estaba admitiendo haberse aprovechado de la anomalía psíquica en comento.
No olvidemos que al decir de la Sentencia de Constitucionalidad C-1177 del 17-11-2005: El inicio de la acción y el adelantamiento de la correspondiente investigación de un hecho probablemente delictuoso, se producirán “siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo” (Art. 250 CP).
Lamentablemente, la audiencia preliminar de imputación fue lánguida en ese sentido. Lo que de los registros se puede extractar, es que una vez la Fiscalía dio a conocer los hechos puestos en conocimiento por el padre de la joven, el Juez enteró al indiciado acerca de todas las reglas que orientan este procedimiento, qué iba a pasar si aceptaba y qué sucedería en caso de no aceptación. Le dio a conocer también el contenido del dispositivo atribuido como cargo por parte del ente Fiscal, lo mismo que la sanción que sobrevendría en caso de tener derecho al descuento de hasta la mitad de la pena. Con fundamento en lo anterior, le preguntó si había participado o no en esos hechos y si en consecuencia admitía el cargo formulado por el ente acusador, a todo lo cual respondió que SI ACEPTABA.
De todo lo anterior se puede asegurar que a JAMIOY  le debió quedar claro: i) que si no aceptaba los cargos el asunto seguiría hacia una acusación formal y posteriormente hacia un juicio; ii) que si los aceptaba sería condenado con un descuento de pena de hasta el 50%; y iii) que su aceptación dependía básicamente de si “había tenido participación en el hecho”. Con esa presentación, era de esperarse que sí aceptara porque efectivamente él si había tomado parte en el hecho, tanto así que aún reconoce que tuvo acceso carnal con la joven. 
En lo que debió hacerse énfasis, era en el otro aspecto de índole subjetivo que consideramos trascendental, no otro que si él aceptaba haber tenido conocimiento previo del retardo mental de esta joven y si en verdad quiso aprovecharse de esa condición para lograr el acceso carnal al que nos hemos referido. Si lo anterior no quedó plenamente esclarecido, considera este Tribunal que hizo bien la señora Juez de primer grado al disponer la anulación de la audiencia de imputación a efectos de subsanar la deficiencia detectada. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, CONFIRMA la decisión interlocutora proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), objetivo de revisión.                               

Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


  LEONEL ROGELES MORENO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� C.S.J., providencia de mayo 10 de 2006, Rad. 25.389, M.P. Javier Zapata Ortiz. 


� Auto proferido dentro del proceso con número de Radicación 66170600001-2005-00026-01. 


� C.S.J., Sentencia de Casación Penal del veintiuno (21) de febrero de 2007, Rad. 26.587, M.P. PULIDO DE BARÓN.


� SOLÓRZANO NIÑO, Roberto. Psiquiatría Clínica y Forense. Temis 1990, pg.126, 127,129 y 132.
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